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Anexo XVI: Protocolo de actuación ante casos de violencia de género en el ámbito educativo 

 

Características de la violencia de género.  

Se entiende por violencia de género aquella que, como manifestación de la discriminación, la situación de 
desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre estas por el hecho de 
serlo. Esta violencia comprende cualquier acto de violencia basada en género que tenga como consecuencia, o 
que tenga posibilidades de tener como consecuencia, perjuicio o sufrimiento en la salud física, sexual o 
psicológica de la mujer, incluyendo amenazas de dichos actos, coerción o privaciones arbitrarias de su libertad, 
tanto si se producen en la vida pública como privada.  

En relación con el ámbito escolar, el artículo 14 de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de 
prevención y protección integral contra la violencia de género, dispone que las personas que ejerzan la dirección 
de los centros educativos y los consejos escolares adoptarán los protocolos de actuación y las medidas 
necesarias para la detección y atención a los actos de violencia de género dentro del ámbito escolar.  

Tipos de violencia de género.  

− Violencia física: cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de la mujer, con resultado o riesgo de producir 
lesión física o daño, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a 
ella por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. Asimismo, se consideran actos de violencia 
física contra la mujer los ejercidos por hombres en su entorno familiar o en su entorno social y/o laboral.  

− Violencia psicológica: toda conducta, verbal o no verbal, que produzca en la mujer desvalorización o 
sufrimiento, a través de amenazas, humillaciones o vejaciones, exigencia de obediencia o sumisión, 
coerción, insultos, aislamiento, culpabilización o limitaciones de su ámbito de libertad, ejercida por quien 
sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a ella por análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia. Asimismo, tendrán la consideración de actos de violencia psicológica 
contra la mujer los ejercidos por hombres en su entorno familiar o en su entorno social y/o laboral.  

− Violencia económica: la privación intencionada, y no justificada legalmente, de recursos para el bienestar 
físico o psicológico de la mujer y de sus hijas e hijos o la discriminación en la disposición de los recursos 
compartidos en el ámbito de la convivencia de pareja.  

− Violencia sexual y abusos sexuales: cualquier acto de naturaleza sexual forzada por el agresor o no 
consentida por la mujer, abarcando la imposición, mediante la fuerza o con intimidación, de relaciones 
sexuales no consentidas, y el abuso sexual, con independencia de que el agresor guarde o no relación 
conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco con la víctima.  
 

PROTOCOLO  

Paso 1. Identificación y comunicación de la situación.  

Cualquier miembro de la comunidad educativa que tenga conocimiento o sospechas de una situación de violencia 
de género ejercida sobre una alumna, tiene la obligación de ponerlo en conocimiento del director o la directora del 
centro, a través de las vías ordinarias que el centro tenga establecidas para la participación de sus miembros. En 
cualquier caso, el receptor o la receptora de la información siempre informará al director o a la directora o, en su 
ausencia, a un miembro del equipo directivo.  

Paso 2. Actuaciones inmediatas.  

Tras esta comunicación, se reunirá el equipo directivo con el tutor o la tutora del alumnado afectado, la persona 
responsable de coeducación y la persona o las personas responsables de la orientación en el centro, para 
recopilar toda la información posible sobre el presunto acto violento, analizarla y valorar la intervención que 
proceda.  

La realización de esta reunión deberá registrarse por escrito, especificando la información recogida y las 
actuaciones acordadas.  

En todos los casos en que se estime que pueda existir una situación de violencia de género se informará del inicio 



                                                               
 

 

del protocolo de actuación al Servicio Provincial de Inspección de Educación.  

Con la finalidad de asegurar la necesaria coordinación institucional y procurar una intervención integral ante estos 
casos, el Servicio Provincial de Inspección de Educación informará del inicio del protocolo de actuación a los 
servicios especializados en materia de violencia de género.  

Paso 3. Medidas de urgencia.  

En caso de estimarse necesario, se adoptarán las medidas de urgencia que se requieran para proteger a la 
alumna afectada y evitar las agresiones:  

− Medidas para garantizar la inmediata seguridad de la alumna, así como medidas específicas de apoyo y 
ayuda.  

− Medidas cautelares con el agresor o los agresores, en caso de ser alumno o alumnos del centro, 
considerándose entre ellas la no asistencia al centro, si el caso lo requiere.  

Paso 4. Traslado a las familias o responsables legales del alumnado.  

El tutor o la tutora o la persona o las personas responsables de la orientación en el centro, previo conocimiento del 
director o la directora del centro, con la debida cautela y mediante entrevista, pondrán el caso en conocimiento de 
las familias o responsables legales del alumnado implicado, aportándoles información sobre la situación y sobre 
las medidas adoptadas.  

Paso 5. Traslado al resto de profesionales que atienden a la alumna víctima de violencia de género.  

El director o la directora, con las reservas debidas de confidencialidad, protección de la intimidad de los menores 
afectados y de la de sus familias o responsables legales, podrá informar de la situación al equipo docente del 
alumnado implicado. Si lo estima oportuno informará también a otro personal del centro y a otras instancias 
externas (sociales, sanitarias o judiciales, en función de la valoración inicial).  

Paso 6. Recogida de información de distintas fuentes.  

Una vez adoptadas las oportunas medidas de urgencia, el director o directora del centro recabará la información 
necesaria relativa al hecho de las diversas fuentes que se relacionan a continuación:  

− Recopilación de la documentación existente sobre el alumnado afectado.  

− Observación sistemática de los indicadores señalados: en espacios comunes del centro, en clase, o en 
actividades complementarias y extraescolares.  

− Asimismo, la dirección del centro solicitará al departamento de orientación o equipo de orientación 
educativa que, con la colaboración del tutor o la tutora, complete la información. Esto se hará, según el 
caso, observando al alumnado afectado, contrastando opiniones con otros compañeros y compañeras, 
hablando con el alumnado afectado o entrevistando a las familias o responsables legales del alumnado. Si 
se estima conveniente, se completará la información con otras fuentes complementarias, tales como el 
personal de administración y servicios, o personal de los Servicios Sociales correspondientes.  

− Una vez recogida toda la información, el director o la directora del centro realizará un informe con los datos 
obtenidos, para lo que contrastará la información aportada por las diferentes fuentes.  

En este proceso se deben considerar los siguientes aspectos:  

− Garantizar la protección de los menores o las menores.  

− Preservar su intimidad y la de sus familias o responsables legales.  

− Actuar de manera inmediata.  

− Generar un clima de confianza básica en los menores o las menores.  

− Recoger todo tipo de pruebas e indicadores.  

− No duplicar intervenciones y evitar dilaciones innecesarias.  

Paso 7. Aplicación de correcciones y medidas disciplinarias.  

En caso de que la persona o personas agresoras sean alumnos del centro, una vez recogida y contrastada toda la 
información, se procederá por parte del director o la directora del centro a la adopción de correcciones a las 
conductas contrarias a la convivencia o de medidas disciplinarias al alumnado agresor implicado, en función de lo 



                                                               
 

 

establecido en el Plan de Convivencia del centro.  

Paso 8. Comunicación a la comisión de convivencia.  

Sin perjuicio del principio de confidencialidad y de la obligada protección de la intimidad de los menores y las 
menores, y la de sus familias, el director o la directora del centro trasladará el informe realizado tras la recogida de 
información así como, en su caso, las medidas disciplinarias aplicadas, a la comisión de convivencia del centro.  

Paso 9. Comunicación a la inspección educativa.  

El director o la directora del centro remitirá asimismo el informe al Servicio Provincial de Inspección de Educación, 
sin perjuicio de la comunicación inmediata del caso, tal como se establece en el paso 2 de este protocolo.  

Paso 10. Medidas y actuaciones a definir.  

El equipo directivo, con el asesoramiento de la persona responsable de coeducación, y la persona o personas 
responsables de la orientación educativa en el centro, definirá un conjunto de medidas y actuaciones para cada 
caso concreto de violencia de género en el ámbito educativo. Asimismo, si se considera necesario, podrá contar 
con el asesoramiento del Gabinete Provincial de Asesoramiento sobre la Convivencia Escolar y de la inspección 
educativa. Igualmente, para cualquiera de las medidas y las actuaciones definidas, se podrá solicitar ase-
soramiento específico y apoyo profesional del centro municipal de la mujer, o del centro provincial del Instituto 
Andaluz de la Mujer.  

Estas medidas y actuaciones se referirán a las intervenciones a realizar mediante un tratamiento individualizado, 
con la alumna víctima y con el alumno o alumnos agresores.  

Asimismo, si el caso lo requiere, se incluirán actuaciones con los compañeros y compañeras de este alumnado, y 
con las familias o responsables legales. De manera complementaria, se contemplarán actuaciones específicas de 
sensibilización para el resto del alumnado del centro. Todo ello, sin perjuicio de que se apliquen al alumnado 
agresor las medidas correctivas recogidas en el Plan de Convivencia.  

Con carácter orientativo, se proponen las siguientes medidas y actuaciones para cada caso de violencia de 
género en el ámbito educativo:  

- Actuaciones con la alumna víctima de violencia de género: actuaciones de apoyo y protección expresa e 
indirecta, actividades de educación emocional y estrategias de atención y apoyo social, intervención 
individualizada por la persona orientadora para el aprendizaje y desarrollo de habilidades sociales, de 
comunicación, autoestima y asertividad y derivación, si procede, a servicios de la Consejería competente 
en materia de protección de menores. 

- Actuaciones con el alumno o alumnos agresores: aplicación de las correcciones y medidas disciplinarias 
correspondientes estipuladas en el Plan de Convivencia, actuaciones educativas en el Aula de 
Convivencia del centro, en su caso, o programas y estrategias específicos de modificación de conducta y 
ayuda personal, y derivación, si procede, a servicios de la Consejería competente en materia de 
protección de menores.  

- Actuaciones con los compañeros y las compañeras del alumnado implicado: actuaciones de desarrollo de 
habilidades sociales, de comunicación, emocionales y de empatía, campañas de sensibilización para la 
igualdad de género y de prevención y rechazo de la violencia, así como programas de mediación y de 
ayuda entre iguales.  

- Actuaciones con las familias: orientaciones sobre cómo ayudar a sus hijos o hijas. En el caso de la 
víctima, orientaciones sobre cómo abordar el hecho en el ámbito familiar e información sobre posibles 
apoyos externos y recursos institucionales disponibles para recibir ayuda psicológica y asesoramiento 
jurídico. En el caso del alumnado agresor, orientaciones sobre cómo educar para prevenir, evitar y 
rechazar todo tipo de violencia y, en especial, la violencia de género, e información sobre programas y 
actuaciones para la modificación de conductas y actitudes relacionadas con la violencia de género.  

- Actuaciones con el profesorado y el personal de administración y servicios: orientaciones sobre cómo 
intervenir ante una situación de violencia de género y cómo desarrollar acciones de sensibilización, 
prevención y rechazo de la violencia, así como actividades de formación específica.  

La dirección del centro se responsabilizará de que se lleven a cabo las actuaciones y las medidas previstas, infor-
mando periódicamente a la comisión de convivencia, a las familias o responsables legales del alumnado, y al 
inspector o a la inspectora de referencia, del grado del cumplimiento de las mismas y de la situación escolar del 
alumnado implicado.  



                                                               
 

 

Paso 11. Comunicación a las familias o responsables legales del alumnado.  

Se informará a las familias del alumnado implicado de las medidas y actuaciones de carácter individual, así como 
las medidas de carácter organizativo y preventivo propuestas para el grupo, nivel y centro educativo, observando 
en todo momento confidencialidad absoluta en el tratamiento del caso.  

Paso 12. Seguimiento del caso por parte de la inspección educativa.  

El inspector o la inspectora de referencia realizará un seguimiento de las medidas y actuaciones definidas y 
aplicadas, así como de la situación escolar del alumnado implicado.  



                                                               
 

 

f. Funciones de los delegados y de las delegadas del alumnado en la mediación para la resolución pacífica de 
los conflictos que pudieran presentarse entre el alumnado, promoviendo su colaboración con el tutor o la 
tutora del grupo. 

La persona delegada de padres y madres es aquella elegida de entre las familias de un grupo-aula con la finalidad 
de fomentar la implicación de las familias, haciéndolas corresponsables del proceso educativo. Su responsabilidad 
es representar a las familias velando por los intereses de sus hijas e hijos de manera colectiva, e implicarlas en la 
mejora de la convivencia escolar y de los rendimientos educativos. Esta figura responde a la necesidad de 
afrontar la educación como una responsabilidad compartida que requiere del esfuerzo de todas las personas 
implicadas en ella. 

La mediación como herramienta para abordar y resolver los problemas de convivencia implica una forma peculiar 
de entender y afrontar el conflicto. Supone, por una parte, asumir el conflicto como algo normal en las relaciones 
humanas, una realidad que no puede ser ignorada y que no se resuelve mediante la mera represión. El conflicto 
requiere un tratamiento adecuado que ayude a clarificar sus causas y ofrezca soluciones satisfactorias para las 
diferentes partes implicadas.  

Por otra parte, afrontar adecuadamente los conflictos en el centro educativo puede ser una oportunidad para el 
aprendizaje de estrategias de comunicación y de resolución de conflictos que remiten a la competencia cívica y 
social y a la competencia del sentido de iniciativa y espíritu emprendedor. 

La mediación, como estrategia para la resolución de conflictos, invita al diálogo a través de una metodología bien 
estructurada que facilita la escucha mutua y ayuda a aclarar posturas y expresar sentimientos, respetando 
tiempos y formas, con la supervisión y ayuda de personas entrenadas en las habilidades sociales de escucha 
activa y de resolución de conflictos. Así mismo, la mediación invita a que sean las propias personas implicadas las 
que propongan soluciones satisfactorias que puedan ser asumidas voluntariamente por todas las partes en 
conflicto. 

La mediación es, por tanto, una estrategia para solucionar conflictos, pero, sobre todo, una estrategia educativa 
para difundir una cultura de la paz basada en el diálogo, el respeto mutuo y la búsqueda de soluciones 
consensuadas a los conflictos. 

En el ámbito escolar pueden asumir tareas de mediación todos los agentes de la comunidad educativa: 
profesorado, alumnado y familia. Ahora bien, la mediación es un proceso estructurado, con unas fases de 
actuación que deben ser respetadas, y cuenta con unos recursos y unas técnicas específicas. Por todo ello, son 
necesarias cierta formación y experiencia para poder intervenir adecuadamente en la mediación de un conflicto. 

La mediación en la resolución de los conflictos es una medida a la que se accede de forma voluntaria, y requiere 
la neutralidad de la persona o las personas mediadoras, la máxima confidencialidad en relación con todo lo 
tratado y el compromiso de cumplir los acuerdos alcanzados por las partes interesadas.  

El procedimiento general para derivar un caso de conflicto hacia la mediación ha de tener en cuenta que no todo 
los casos son mediables:  

Casos mediables: Casos no mediables: 

- Las partes así lo desean y la normativa lo 
prevé. 

- Las relaciones y el vínculo son importantes 
para las partes. 

- Necesariamente se comparten espacios 
comunes. 

- No existe un evidente desequilibrio de poder 
entre las partes. 

- Las partes no desean ir a la mediación. 

- Los casos ya fueron mediados y no se cumplió 
con lo pactado. 

- Falta de confianza y credibilidad en el espacio 
de la mediación. 

- Se trata de hechos de especial y notoria 
gravedad (acoso escolar, violencia de género...). 

La dirección del centro facilitará la posibilidad de recurrir a la mediación en los conflictos que surjan en el centro 
educativo, estableciendo quiénes son los agentes que deben intervenir, a qué tipo de compromisos se puede 
llegar y el procedimiento a seguir para su resolución y posterior seguimiento.  

Por su parte, la Comisión de convivencia debe asumir el papel de impulsar y facilitar la mediación como estrategia 
de resolución de los conflictos en el centro, pudiendo sus integrantes asumir un papel activo en la mediación en 



                                                               
 

 

los conflictos planteados entre los diferentes sectores de la comunidad educativa, actuando como facilitadores de 
la comunicación y el acuerdo entre las partes. 

Para una adecuada implementación de la mediación en un centro educativo es necesario contar con un equipo de 
mediación cuyos integrantes hayan recibido una formación específica en mediación escolar y se responsabilicen 
de su adecuada aplicación en el centro. 

g.1. Funciones de los delegados y delegadas del alumnado en la mediación: 

Entre las funciones de los delegados y de las delegadas del alumnado se contemplará la colaboración con el tutor 
o la tutora del grupo en la mediación para la resolución pacífica de los conflictos que pudieran presentarse entre el 
alumnado.  

Esta labor puede estar especialmente dirigida a la detección de situaciones que pudieran requerir la mediación en 
su grupo, invitando a los interesados o al tutor o a la tutora a poner el caso en conocimiento del grupo de 
mediación. 

Tras el proceso de mediación, y establecidos los acuerdos pertinentes, el delegado o la delegada del grupo puede 
asumir tareas de supervisión, colaborando con el tutor o la tutora del grupo en el seguimiento de los compromisos 
asumidos. 

Por otra parte, en caso de que en el centro se haya puesto en marcha un programa de mediación entre iguales 
con alumnado mediador, los delegados y las delegadas del alumnado podrán integrarse voluntariamente en el 
grupo de mediación recibiendo la formación adecuada para poder realizar tareas de mediación escolar. 

 
g. Procedimiento de elección y funciones de los delegados o de las delegadas de los padres y las madres del 

alumnado, entre las que se incluirá la de mediación en la resolución pacífica de conflictos entre el propio 
alumnado o entre este y cualquier miembro de la comunidad educativa. 

La comunicación entre familia y escuela favorece la construcción de una escuela inclusiva, en la que la 
colaboración de todos los sectores de la comunidad educativa sea la base sobre la que se construya una 
convivencia positiva. 
 

h.1. Procedimiento de elección: 

• Las personas delegadas de padres y madres del alumnado en cada uno de los grupos serán elegidas para 
cada curso escolar por los propios padres, madres o representantes legales del alumnado en la reunión 
que el tutor o la tutora del grupo debe realizar con las familias antes de finalizar el mes de noviembre. 

• En el orden del día de la convocatoria de esta reunión debe incluirse la elección de delegado o delegada 
de padres y madres del alumnado, así como la información referida a las funciones que se les atribuye. 

• Se facilitará la participación del AMPA en la difusión de la convocatoria. 
• La elección se realizará por mayoría simple y sufragio directo y secreto de todos los padres y madres 

asistentes a la reunión con la tutoría. 

h.2. Funciones de los delegados y delegadas de padres y madres. 

Las personas delegadas de los padres y las madres en cada grupo tendrán las siguientes funciones:  

a) Representar a las madres y a los padres del alumnado del grupo, recogiendo sus inquietudes, intereses 
y expectativas y dando traslado de los mismos al profesorado tutor.  

b) Asesorar a las familias del alumnado del grupo en el ejercicio de sus derechos y obligaciones.  

c) Implicar a las familias en la mejora de la convivencia y de la actividad docente en el grupo y en el centro 
e impulsar su participación en las actividades que se organicen.  

d) Fomentar y facilitar la comunicación de las madres y los padres del alumnado con el tutor o la tutora del 
grupo y con el resto del profesorado que imparte docencia al mismo.  

e) Facilitar la relación entre las familias del alumnado del grupo y el equipo directivo, la asociación de 
padres y madres del alumnado y los representantes de este sector en el Consejo Escolar.  

f) Colaborar en el desarrollo de las actividades programadas por el centro para informar a las familias del 
alumnado del grupo y para estimular su participación en el proceso educativo de sus hijos e hijas.  

g) Mediar en la resolución pacífica de conflictos entre el propio alumnado del grupo o entre este y cualquier 
miembro de la comunidad educativa, de acuerdo con lo que, a tales efectos, disponga el Plan de 
Convivencia.  



                                                               
 

 

h) Colaborar en el establecimiento y el seguimiento de los compromisos educativos y de convivencia que 
se suscriban con las familias del alumnado del grupo.  

i) Cualesquiera otras que les sean atribuidas en el Plan de Convivencia del centro.  

 
i. La programación de las necesidades de formación de la comunidad educativa en esta materia. 
El diagnóstico de la convivencia realizado dará las primeras pautas para establecer los puntos débiles por dónde 
encauzar la formación de la comunidad educativa. A partir de este diagnóstico se determinarán las necesidades 
de formación de los distintos sectores o colectivos que intervienen en el desarrollo del Plan de Convivencia del 
centro. 

En este plan de formación se recogerán las demandas de formación en relación a los procesos de mediación 
escolar, la organización y atención del Aula de Convivencia o para la implantación de programas de tutoría 
compartida, alumnado ayudante, etc. 

Estas necesidades de formación se plantearán cada curso escolar y se solicitarán a distintos agentes (centros de 
profesorado, organizaciones de padres y madres del alumnado, etc.) para su desarrollo. 
 
j. Las estrategias para realizar el seguimiento y la evaluación del Plan de Convivencia en el marco del 

proyecto educativo. 

La evaluación debe tener como referente los objetivos recogidos en el Plan de Convivencia. A partir de dichos 
objetivos, se establecerán indicadores para valorar el grado de cumplimiento de los mismos.  

La información extraída de los indicadores nos debería permitir establecer: 

- Valoración de logros y dificultades encontradas. 

- Propuestas de mejora para incluir en el plan.  

El Plan de Convivencia debe ha de estar en revisión continua para que sea un documento vivo que responda a las 
necesidades de la convivencia en el centro. En relación con este cometido, la comisión de convivencia asume 
entre sus funciones: 

- Conocer y valorar el cumplimiento efectivo de las correcciones y medidas disciplinarias en los términos que 
hayan sido impuestas. 

- Proponer al Consejo Escolar las medidas que considere oportunas para mejorar la convivencia en el centro. 

- Dar cuenta al pleno del Consejo Escolar, al menos dos veces a lo largo del curso, de las actuaciones realizadas y 
de las correcciones y medidas disciplinarias impuestas. 

- Realizar el seguimiento de los compromisos de convivencia suscritos en el centro. 

El seguimiento y evaluación de los objetivos y las actuaciones propuestas en el Plan de Convivencia debería 
abarcar al menos los siguientes aspectos: 

a) Propuestas de mejora en los ámbitos de la gestión y organización del centro, orientadas a facilitar la 
convivencia. 

b) Valoración de la participación de los distintos sectores de la comunidad educativa y del entorno para la mejora 
de la convivencia. 

c) Avances producidos en los procesos de la adquisición de competencias para la mejora de la convivencia y la 
resolución pacífica de los conflictos: actitudes, valores, habilidades y hábitos. 

d) Eficacia de los procedimientos utilizados para la prevención de situaciones de riesgo para la convivencia. 

e) Eficacia, adecuación y proporcionalidad de las intervenciones ante incumplimientos de las normas de 
convivencia del centro o del aula. 

f) Efectividad de las intervenciones orientadas hacia la modificación de actitudes y la restauración de la 
convivencia. 

g) Necesidades de formación detectadas en la comunidad educativa para el refuerzo y mejora de la convivencia en 
el centro. 

 
k. El procedimiento para la recogida de las incidencias en materia de convivencia en el Sistema de 

Información Séneca. 



                                                               
 

 

La recogida de incidencias en el Sistema de Información Séneca se regula en el Decreto 285/2010, de 11 de 
mayo, por el que se regula el Sistema de Información Séneca y se establece su utilización para la gestión del 
sistema educativo andaluz.  

Los centros registrarán tanto las conductas gravemente perjudiciales para la convivencia que se produzcan y sus 
correspondientes medidas disciplinarias como aquellas conductas contrarias a la convivencia que comporten la 
imposición de correcciones a las mismas, reflejando las medidas adoptadas, así como, en su caso, la asistencia 
del alumnado al Aula de Convivencia. Deberán recogerse en un plazo máximo de treinta días hábiles desde que 
se produzcan. 

Con el fin de extraer conclusiones y propuestas de mejora para aportarlas al Plan de Convivencia del centro, el 
equipo directivo anualmente debe establecer: 

• Personal que registra las incidencias. 

• Periodicidad de la grabación. 

• Personal que realiza la supervisión de los datos y análisis de los mismos. 
El análisis de la información recogida servirá de base para la adopción de las medidas de planificación de 
recursos, asesoramiento, orientación, formación e intervención que correspondan a cada centro. 

En caso de ausencia de incidencias relativas a la convivencia, la dirección del centro certificará trimestralmente 
esa ausencia de incidencias a través de la correspondiente herramienta de Séneca. 

En todo caso, la dirección del centro emitirá a través de Séneca un informe trimestral valorando la evolución de la 
convivencia en el centro. Este informe incluye los siguientes apartados: 

• Evolución de la convivencia en el centro: valorando si es favorable, desfavorable o se mantiene estable. 

• Breve descripción de las causas que han motivado dicha evolución. 

• Decisiones de mejora sobre la evolución descrita y sus causas. 



                                                               
 

 

 

 


